
NACIONES
UNIDAS

CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS
SOBRE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS
(HABITAT II)

Estambul (Turquía)
3 a 14 de junio de 1996

Distr.
LIMITADA

A/CONF.165/L.6/Add.5
12 de junio de 1996

ESPAÑOL
Original: INGLES

Tema 9 del programa

PROGRAMA DE HABITAT: OBJETIVOS Y PRINCIPIOS,
COMPROMISOS Y PLAN DE ACCION MUNDIAL

Informe de la Comisión I

Adición

Relatora: Sra. Ayse Esen ÖGÜT (Turquía)

En la ... sesión, celebrada el ... de junio de 1996, la Comisión I aprobó

la sección B del capítulo IV del Programa de Hábitat y recomendó su

aprobación a la Conferencia. El texto de la sección B del capítulo IV es el

siguiente:

B. Vivienda adecuada para todos

1. Introducción

43. Una vivienda adecuada significa algo más que tener un techo bajo el que

guarecerse. Significa también disponer de un lugar privado, espacio

suficiente, accesibilidad física, seguridad adecuada, seguridad en la

tenencia, estabilidad y durabilidad estructurales, iluminación, calefacción y

ventilación suficientes, una infraestructura básica adecuada que incluya

servicios de abastecimiento de agua, saneamiento y eliminación de desechos,

factores apropiados de calidad del medio ambiente y relacionados con la

salud, y un emplazamiento adecuado y con acceso al trabajo y a los servicios

básicos, todo ello a un costo razonable. La determinación de la idoneidad de

todos esos factores debe hacerse con las personas interesadas, teniendo en

cuenta la perspectiva del desarrollo gradual. El criterio de idoneidad suele

variar de un país a otro, pues depende de factores culturales, sociales,

ambientales y económicos particulares. En ese contexto, deben considerarse
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los factores relacionados con el sexo y la edad, como el grado de exposición

de los niños y las mujeres a las sustancias tóxicas.

44. Desde que se aprobó la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948,

el derecho a la vivienda adecuada ha quedado reconocido como uno de los

componentes importantes del derecho a un nivel de vida adecuado. Todos los

gobiernos sin excepción tienen algún tipo de responsabilidad en el sector de

la vivienda, como lo demuestran la creación de ministerios de la vivienda u

organismos estatales análogos, la asignación de fondos al sector de la

vivienda y las políticas, programas y proyectos de todos los países. 

El suministro de vivienda adecuada a todas las personas exige medidas no sólo

de los gobiernos sino de todos los sectores de la sociedad, inclusive el

sector privado, las organizaciones no gubernamentales, las comunidades y las

autoridades locales, así como las organizaciones y entidades asociadas de la

comunidad internacional. En un contexto global de creación de condiciones

propicias, los gobiernos deben adoptar medidas apropiadas a fin de promover,

proteger y velar por el logro pleno y gradual del derecho a una vivienda

adecuada. Esas medidas son, entre otras, las siguientes:

a) Disponer que, en materia de vivienda, la ley prohibirá toda

discriminación y garantizará a todas las personas una protección

igual y eficaz contra la discriminación por motivos de raza, color,

sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra

condición;

b) Facilitar a todas las personas, incluidas las mujeres y las personas

que viven en la pobreza, seguridad jurídica en cuanto a la tenencia

e igualdad de acceso a las tierras, así como protección eficaz

frente a los desalojos forzosos que sean contrarios a la ley,

tomando en consideración los derechos humanos, teniendo presente que

las personas sin hogar no deben ser penalizadas por su condición;

c) Adoptar políticas encaminadas a que las viviendas sean habitables,

asequibles y accesibles, incluso para aquellos que no pueden

conseguir una vivienda adecuada por sus propios medios, haciendo,

entre otras cosas, lo siguiente:

i) aumentar la oferta de viviendas asequibles mediante medidas de

regulación e incentivos de mercado apropiados;
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ii) aumentar el número de viviendas asequibles facilitando

subvenciones y subsidios de alquiler y de otro tipo a las

personas que viven en la pobreza;

iii) apoyar programas de vivienda en régimen de alquiler y de

propiedad de base comunitaria, cooperativos y sin fines de

lucro;

iv) promover los servicios de apoyo para las personas sin hogar y

otros grupos vulnerables;

v) movilizar nuevas fuentes de recursos financieros y de otra

índole, públicos y privados, para la vivienda y el desarrollo

comunitario;

vi) crear y promover incentivos con base en el mercado para alentar

al sector privado a atender las necesidades de viviendas

asequibles en régimen de alquiler y de propiedad;

vii) promover pautas sostenibles de desarrollo espacial y sistemas

de transporte que mejoren el acceso a los bienes, los

servicios, los medios de esparcimiento y los lugares de

trabajo;

d) Supervisar y evaluar con eficacia las condiciones de alojamiento;

inclusive el número de personas sin hogar y de viviendas deficientes

y, en consulta con la población afectada, formular y adoptar

políticas de vivienda apropiadas y poner en práctica estrategias y

planes eficaces para hacer frente a esos problemas.

45. Puesto que conduce a la movilización plena de todos los recursos

autóctonos posibles, una estrategia de vivienda basada en un criterio de

creación de condiciones propicias contribuye sobremanera al desarrollo

sostenible de los asentamientos humanos. La ordenación de esos recursos debe

estar centrada en la población y debe ser ecológica, social y económicamente

racional. Esto sólo podrá ocurrir si las políticas y medidas que se adopten

en el sector de la vivienda se integran con otras políticas y medidas que

tengan por objeto promover el desarrollo económico, el desarrollo social y la

protección del medio ambiente. Uno de los objetivos fundamentales de este

capítulo, por lo tanto, consiste en integrar las políticas de vivienda con

las políticas que orientan el desarrollo macroeconómico y social y la

ordenación racional del medio ambiente.
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46. Un segundo objetivo fundamental del presente capítulo es ofrecer a los

mercados, mecanismo principal de oferta de viviendas, las condiciones

necesarias para que realicen su función con eficacia. Para lograrlo, y al

mismo tiempo contribuir al alcanzar las metas sociales, se recomienda la

aplicación de medidas que comprendan, cuando proceda, el establecimiento de

incentivos basados en el mercado y la adopción de mecanismos de compensación. 

Otros objetivos y recomendaciones se refieren a los componentes de los

sistemas de oferta de vivienda (terreno, financiación, infraestructura y

servicios, construcción, materiales de construcción, mantenimiento y

rehabilitación) en los sectores privado, comunitario y público de alquiler

de viviendas, y a la forma de lograr que presten mejores servicios a toda

la población. Por último, se presta especial atención a todos los que,

al carecer de seguridad de tenencia o no poder participar en los mercados

de vivienda, corren un riesgo considerable, especialmente las mujeres. 

Se recomienda la adopción de medidas para reducir su vulnerabilidad y

permitirles obtener una vivienda adecuada de modo justo y humanitario.

47. La cooperación internacional y nacional a todos los niveles será

necesaria y beneficiosa para fomentar la oferta de viviendas adecuadas para

todos. Esa necesidad se hace sentir especialmente en las regiones afectadas

por la guerra o los desastres naturales, industriales o tecnológicos y en los

casos en que los recursos necesarios para la reconstrucción y la

rehabilitación exceden los recursos nacionales.

2. Políticas de vivienda

48. La formulación, la evaluación periódica y la revisión, cuando proceda, de

políticas de vivienda favorables, con miras a crear un marco para sistemas de

oferta de vivienda que sean eficientes y efectivos, son la base para el

suministro de vivienda adecuada a todas las personas. Uno de los principios

fundamentales para formular una política realista en materia de vivienda es

su integración con las políticas generales de desarrollo macroeconómico,

ambiental y social. Las políticas de vivienda, además de atender la

creciente demanda de vivienda e infraestructura, también deberían hacer

hincapié en el mayor uso y el mantenimiento del patrimonio de viviendas

existente mediante la propiedad, el alquiler y otros regímenes de tenencia,

para atender las diversas necesidades. Esas políticas también deberían
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alentar y apoyar a los habitantes, que en numerosos países, particularmente

en los países en desarrollo, actúan a título individual o colectivo como

importantes productores de viviendas. Las políticas deben atender las

diversas necesidades de los miembros de grupos desfavorecidos y vulnerables,

tal y como se establece en la subsección 4 infra (párrs. 72 a 75).

Medidas

48 bis. Los gobiernos deben hacer lo posible por descentralizar las

políticas de vivienda y su administración a los niveles subnacional y local

dentro del marco nacional siempre que sea posible y cuando proceda.

49. Para integrar las políticas de vivienda con las políticas

macroeconómicas, sociales, demográficas, ambientales y culturales, los

gobiernos, según proceda, deberían hacer lo siguiente:

a) Establecer y poner en práctica mecanismos de consulta entre las

autoridades gubernamentales que dictan las políticas económicas,

ambientales, sociales, de asentamientos humanos y de vivienda y las

organizaciones de la sociedad civil y del sector privado a fin de

coordinar el sector de la vivienda de modo coherente, lo que debe

incluir la definición del mercado y de criterios precisos para la

asignación de viviendas, subsidios y otras formas de asistencia;

b) Vigilar ininterrumpidamente las repercusiones de las políticas

macroeconómicas en los sistemas de oferta de vivienda, teniendo en

cuenta sus vínculos concretos y sus posibles efectos en los grupos

vulnerables y desfavorecidos;

c) Fortalecer los vínculos entre las políticas de vivienda, la

generación de empleo, la protección del medio ambiente, la

conservación del patrimonio cultural, la movilización de recursos y

el aprovechamiento máximo de los recursos, y fortalecer el estímulo

y el apoyo al desarrollo económico sostenible y las actividades de

desarrollo social;

d) Aplicar políticas oficiales, entre otras, políticas de gastos,

tributarias, monetarias y de planificación, para estimular los

mercados de la vivienda y la urbanización de terrenos de manera

sostenible;
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e) Integrar las políticas de la vivienda y del suelo con las políticas

orientadas a la reducción de la pobreza y la creación de empleo, la

protección del medio ambiente, la conservación del patrimonio

cultural, la promoción de la educación y la salud, el abastecimiento

de agua potable y servicios de saneamiento, y el mejoramiento de la

situación de los miembros de grupos desfavorecidos y vulnerables,

especialmente las personas sin hogar;

f) Reforzar los sistemas de información sobre vivienda y hacer uso de

las actividades pertinentes de investigación en la elaboración de

políticas, inclusive los datos desglosados por sexo;

g) Evaluar periódicamente y revisar, cuando proceda, las políticas de

vivienda, teniendo en cuenta las necesidades de las personas sin

hogar y los efectos de esas políticas en el medio ambiente, el

desarrollo económico y el bienestar social.

50. Para formular y aplicar políticas que promuevan un enfoque propiciador

de la creación, la conservación y la rehabilitación de viviendas en zonas

rurales y zonas urbanas, los gobiernos a todos los niveles, cuando proceda,

deberían:

a) Utilizar mecanismos amplios de consulta y participación en los que

intervengan representantes de los sectores público, privado, no

gubernamental, cooperativista y comunitario, incluidos

representantes de grupos que se considere que viven en la pobreza, a

todos los niveles del proceso de elaboración de políticas;

b) Establecer mecanismos apropiados de coordinación y descentralización

en los que se definan claramente los derechos y las

responsabilidades en el plano local en el marco del proceso de

elaboración de políticas;

c) Establecer estructuras institucionales adecuadas y prestarles apoyo,

especialmente para facilitar las inversiones del sector privado en

el suministro de viviendas en zonas rurales y urbanas;

d) Estudiar el establecimiento de prioridades para la asignación de

recursos naturales, humanos, técnicos y financieros;

e) Establecer y aprobar un marco normativo y prestar apoyo

institucional con miras a facilitar la participación y la

concertación de acuerdos de asociación a todos los niveles;
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f) Revisar y ajustar, según proceda, el marco jurídico, fiscal y

normativo de manera que responda a las necesidades especiales de la

población que vive en la pobreza y la que tiene bajos ingresos;

g) Promover la oferta de viviendas de alquiler a precios razonables y

el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones

de los inquilinos y los propietarios con arreglo a las leyes.

51. A fin de adoptar y aplicar un enfoque multisectorial en la elaboración de

políticas, los gobiernos a los niveles apropiados, incluidas las autoridades

locales, deberían:

a) Coordinar e integrar las políticas en materia de vivienda y de

asentamientos humanos con otras políticas conexas, como las

políticas de población y de desarrollo de los recursos humanos, las

políticas en materia de medio ambiente, cultura, infraestructura y

ordenación territorial, y la planificación urbana y rural, así como

las iniciativas privadas y oficiales en materia de empleo;

b) Tener plenamente en cuenta la necesidad del desarrollo económico, el

desarrollo social y la protección del medio ambiente y los objetivos

de una vivienda adecuada para todos, los principios del desarrollo

sostenible de los asentamientos humanos y las necesidades básicas

en materia de desarrollo humano y salud;

b bis) Adoptar políticas que aseguren que las personas con

discapacidades tienen acceso a los nuevos edificios e instalaciones

públicos, viviendas oficiales y sistemas de transporte público. 

Además, siempre que sea posible se adoptarán medidas análogas cuando

se renueven edificios ya construidos;

c) Alentar la elaboración de métodos de construcción ecológicamente

racionales y asequibles y la producción y distribución de materiales

de construcción, incluido el fortalecimiento de la industria

autóctona de materiales de construcción, que debe basarse, en la

medida de lo posible, en los recursos disponibles a nivel local;

d) Promover el libre intercambio de información sobre todos los

aspectos de la higiene ambiental relacionados con la construcción,

incluida la elaboración y difusión de bases de datos sobre los

efectos ecológicos adversos de determinados materiales de

construcción, con la colaboración de los sectores privado y público.
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52. Para mejorar los sistemas de suministro de vivienda, los gobiernos, a los

niveles apropiados, deberían:

a) Adoptar un enfoque que propicie el desarrollo de la vivienda,

incluidos la renovación, la rehabilitación, el mejoramiento y el

aumento del patrimonio de viviendas, tanto en las zonas rurales como

en las zonas urbanas;

b) Establecer prioridades para la asignación de recursos naturales,

humanos, técnicos y financieros;

c) Elaborar estructuras institucionales adecuadas para los sectores

público, comunitario y privado, especialmente las que se necesitan

para favorecer las inversiones del sector privado y de entidades sin

fines de lucro en el suministro de viviendas en zonas rurales y

urbanas;

d) Revisar y ajustar, cuando proceda, el marco jurídico, fiscal y

normativo, de manera que responda a las necesidades especiales de

los miembros de grupos vulnerables y desfavorecidos, en particular

las personas que viven en la pobreza y las de bajos ingresos;

e) Evaluar periódicamente y, según proceda, revisar las políticas y los

sistemas de financiación de la vivienda, teniendo en cuenta las

repercusiones de esas políticas y sistemas en el medio ambiente, el

desarrollo económico y el bienestar social, especialmente sus

distintos efectos en los grupos vulnerables y desfavorecidos;

f) Promover y adoptar, según proceda, políticas orientadas a coordinar

y estimular la oferta adecuada de los elementos fundamentales para

la construcción de viviendas e infraestructura, como terrenos,

financiación y materiales de construcción;

g) Alentar el desarrollo de métodos de edificación ecológicamente

racionales y asequibles y la producción y distribución de materiales

de construcción, incluido el fortalecimiento de la industria local

de materiales de construcción, que debe basarse, en la medida de lo

posible, en los recursos disponibles a nivel local;

h) Promover, en aquellos países en que proceda, la utilización de

técnicas de construcción y conservación de gran densidad de mano de

obra que creen empleos en el sector de la construcción para la

fuerza de trabajo subempleada que se encuentra en la mayoría de las
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grandes ciudades, y fomentar al mismo tiempo la capacitación técnica

en el sector de la construcción.

3. Sistemas de suministro de vivienda

a) Facilitar el funcionamiento de los mercados

53. En muchos países, el mercado es el mecanismo primario de suministro de

viviendas y, por consiguiente, su eficiencia y eficacia son importantes para

alcanzar la meta del desarrollo sostenible. Incumbe a los gobiernos crear un

marco que facilite el buen funcionamiento del mercado de la vivienda. El

sector de la vivienda debería ser visto como un mercado integrador en el que

las tendencias de un segmento afectan al comportamiento de otros segmentos. 

Para atender las necesidades de los grupos desfavorecidos y vulnerables, a

los que los mercados no sirven de forma adecuada, es necesaria la

intervención del gobierno.

Medidas

54. A fin de asegurar la eficiencia de los mercados, los gobiernos, a los

niveles apropiados y de conformidad con su autoridad legal, deberían:

a) Evaluar la oferta y la demanda de vivienda, desglosadas por sexo, y

recoger, analizar y difundir información sobre los mercados de

vivienda y otros sistemas de suministro, y alentar al sector

privado, las entidades sin fines de lucro y los medios de

información a proceder de igual modo, evitando al mismo tiempo la

duplicación de actividades;

b) Evitar las intervenciones indebidas que ahogan la oferta y

distorsionan la demanda de viviendas y servicios, y revisar y

ajustar periódicamente los marcos legislativos, financieros y

normativos, incluidos los relativos a contratos, utilización del

suelo y códigos y normas de edificación;

c) Utilizar mecanismos (por ejemplo, un conjunto de leyes, un catastro,

reglamentos para la tasación de propiedades y otros) para definir

claramente los derechos de propiedad;

d) Permitir el traspaso de terrenos y viviendas sin restricciones

innecesarias y utilizar procedimientos que aseguren que las
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transacciones de propiedades son transparentes y verificables, a fin

de evitar prácticas corruptas;

e) Emprender reformas legislativas y administrativas con miras a

conceder a las mujeres pleno e igual acceso a los recursos

económicos, inclusive el derecho a la herencia y la posesión de

tierras y otros bienes, el crédito, los recursos naturales y la

tecnología apropiada;

f) Utilizar medidas fiscales apropiadas, incluidos los impuestos, para

fomentar la oferta adecuada de vivienda y de terrenos;

g) Evaluar periódicamente las mejores maneras de satisfacer la

necesidad de intervención gubernamental a fin de atender necesidades

concretas de las personas que viven en la pobreza y de los grupos

vulnerables, para quienes los mecanismos tradicionales del mercado

no son adecuados;

h) Elaborar, según convenga, instrumentos flexibles para la

reglamentación de los mercados de vivienda, incluido el mercado de

alquiler, teniendo en cuenta las necesidades especiales de los

grupos vulnerables.

b) Facilitar la producción de viviendas por las comunidades

54 bis. En muchos países, especialmente países en desarrollo, más de la

mitad del patrimonio de viviendas existente ha sido construido por los

propios dueños ocupantes, principalmente en el sector de población de

ingresos más bajos. La construcción de la propia vivienda seguirá teniendo

durante mucho tiempo un papel fundamental en el suministro de viviendas. 

Muchos países están prestando apoyo a este medio de construcción de viviendas

por medio de programas de regularización y mejora. Con objeto de apoyar las

actividades de los ciudadanos, emprendidas a título individual o colectivo,

para producir viviendas, los gobiernos, a los niveles apropiados y según

convenga, deberían:

a) Fomentar la construcción de viviendas por los propios interesados en

el contexto de una política general de utilización del suelo;

b) Integrar y regularizar las viviendas construidas por los propios

interesados, especialmente por medio de programas apropiados de

registro de terrenos, como parte del sistema global de vivienda e
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infraestructura en zonas urbanas y rurales, con sujeción a una

política general de utilización del suelo;

c) Fomentar actividades encaminadas a mejorar el patrimonio de

viviendas construidas por los propios interesados, mediante un mejor

acceso a los recursos de vivienda, inclusive el terreno, la

financiación y los materiales de construcción;

d) Elaborar métodos y hallar medios para mejorar las condiciones de las

viviendas construidas por los propios interesados;

e) Fomentar el papel de las organizaciones comunitarias y no

gubernamentales en la asistencia y facilitación de la producción de

viviendas construidas por los propios interesados;

f) Hacer posible un diálogo habitual y la participación, teniendo en

cuenta la situación de hombres y mujeres, de los diversos agentes

que intervienen en la producción de viviendas en todos los niveles y

las fases del proceso de adopción de decisiones;

g) Paliar los problemas relacionados con los asentamientos humanos

espontáneos mediante programas y políticas que se anticipen a los

asentamientos no planeados.

c) Garantizar el acceso a la tierra

55. El acceso a la tierra y la seguridad jurídica de la tenencia son

condiciones estratégicas para el suministro de vivienda adecuada a todas las

personas y para el desarrollo sostenible de los asentamientos humanos en

zonas urbanas y rurales. Son también una de las claves para interrumpir el

círculo vicioso de la pobreza. Todos los gobiernos deben mostrar su

determinación de promover una oferta de terrenos adecuada en el contexto de

las políticas de uso sostenible de la tierra. Reconociendo al mismo tiempo

la existencia de distintos sistemas y/o legislaciones nacionales de tenencia

de tierras, los gobiernos a los niveles apropiados, incluidas las autoridades

locales, habrán de esforzarse por eliminar todos los obstáculos que puedan

oponerse al acceso equitativo a la tierra y velar por que la ley proteja la

igualdad de derechos de la mujer y el hombre en relación con la tierra y los

bienes. La falta de políticas y prácticas apropiadas de ordenación

territorial de zonas rurales y urbanas, a todos los niveles, sigue siendo una

de las principales causas de la desigualdad y la pobreza. Origina también el
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aumento de los costos de la vivienda, la ocupación de terrenos expuestos a

riesgos, la degradación del medio ambiente y el aumento de la vulnerabilidad

de los hábitat urbanos y rurales, lo que repercute en toda la población,

especialmente en los grupos desfavorecidos y vulnerables, las personas que

viven en la pobreza y las de bajos ingresos.

Medidas

56. A fin de garantizar una oferta adecuada de terrenos útiles, los

gobiernos, a los niveles apropiados y de conformidad con su ordenamiento

jurídico, deberían:

a) Reconocer y legitimar la diversidad de los sistemas de oferta de

terrenos;

b) Descentralizar las responsabilidades de la ordenación territorial y

establecer programas de fomento de la capacidad local que reconozcan

la función de las principales partes interesadas, si procede;

c) Preparar inventarios completos de los terrenos de propiedad pública

y, según proceda, elaborar programas para convertirlos en terrenos

disponibles para la construcción de viviendas y de asentamientos

humanos, incluso, si procede, por organizaciones no gubernamentales

y comunitarias;

d) Aplicar, según proceda, mecanismos de incentivos fiscales

transparentes, amplios y equitativos a fin de alentar una

utilización de las tierras eficiente, accesible y ecológicamente

racional y aprovechar la tributación territorial y otros sistemas

fiscales para movilizar recursos financieros para la prestación de

servicios por las autoridades locales;

e) Examinar la posibilidad de adoptar medidas fiscales y de otro tipo,

según proceda, con miras a promover el funcionamiento eficaz del

mercado de terrenos baldíos, para garantizar la oferta de viviendas

y tierras para el desarrollo de asentamientos;

f) Preparar y aplicar sistemas de información sobre tierras y prácticas

de ordenación del suelo, incluida la tasación de terrenos, y

procurar que esa información esté fácilmente disponible;

g) Hacer uso exhaustivo de la infraestructura existente en las zonas

urbanas, fomentando una densidad óptima de ocupación de los terrenos



A/CONF.165/L.6/Add.5
página 13

habilitados disponibles de conformidad con su capacidad de carga, y

velando al mismo tiempo por que haya una cantidad adecuada de

parques, zonas de recreo, espacios y servicios comunes y parcelas

para huertos domésticos, según convenga;

h) Examinar la posibilidad de adoptar instrumentos innovadores para

aprovechar los aumentos del valor de la tierra y recuperar las

inversiones públicas;

i) Examinar la posibilidad de adoptar instrumentos innovadores para la

concentración y la urbanización de tierras de forma eficaz y

sostenible, incluso, si procede, mediante el reajuste y la

concentración parcelaria;

j) Desarrollar sistemas catastrales apropiados y simplificar los

procedimientos de registro de tierras, a fin de facilitar la

regularización de los asentamientos no convencionales, cuando

proceda, y simplificar las transacciones de terrenos;

k) Elaborar códigos territoriales y un marco jurídico que definan las

características de los terrenos y los bienes raíces y los derechos

oficialmente reconocidos;

l) Movilizar los conocimientos locales y regionales para fomentar la

investigación, la transferencia de tecnología y los programas

educativos, a fin de apoyar los sistemas de administración de

tierras;

m) Fomentar el desarrollo rural integral por medio de medidas tales

como el acceso a la tierra en condiciones de igualdad, la mejora de

las tierras, la diversificación económica, el desarrollo de las

ciudades pequeñas y medianas en zonas rurales y, cuando proceda, de

los asentamientos en tierras indígenas;

n) Establecer procedimientos simples para la transferencia de terrenos

y la conversión del uso del suelo en el contexto de un marco

normativo amplio, que incluya la protección de las tierras de

labranza y del medio ambiente.

57. A fin de promover el funcionamiento eficiente de los mercados de tierras

y un uso de la tierra ecológicamente sostenible, los gobiernos a los niveles

apropiados deberían:
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a) Volver a evaluar y, si fuera necesario, ajustar periódicamente los

marcos normativos de la planificación y la construcción, tomando en

consideración sus políticas sobre asentamientos humanos y sus

políticas económicas, sociales y ambientales;

b) Apoyar el desarrollo de los mercados de tierras mediante marcos

jurídicos eficaces y desarrollar mecanismos flexibles y variados con

objeto de movilizar tierras con distintos regímenes jurídicos;

c) Alentar la multiplicidad y diversidad de las intervenciones de los

sectores público y privado y de otras partes interesadas, hombres y

mujeres por igual, que participen en el sistema de mercado;

d) Elaborar un marco jurídico de utilización del suelo con objeto

de conjugar la necesidad de construcción y la protección del

medio ambiente, reduciendo al mínimo los riesgos y diversificando

los usos;

e) Revisar los procesos jurídicos y normativos, los sistemas de

planificación, las normas y los reglamentos urbanísticos que sean

restrictivos, excluyentes y costosos.

58. A fin de eliminar las barreras jurídicas y sociales que impiden el acceso

en condiciones de igualdad y equidad a la tierra, especialmente para las

mujeres, las personas con discapacidades y los miembros de grupos

vulnerables, los gobiernos, a los niveles apropiados y en asociación con el

sector privado, las organizaciones no gubernamentales, el sector de las

cooperativas y las organizaciones comunitarias, deberían:

a) Abordar las causas culturales, étnicas, religiosas, sociales y

debidas a discapacidades que dan lugar al establecimiento de

barreras que conducen a la segregación y la exclusión, mediante,

entre otras cosas, el fomento de la educación y la capacitación para

el arreglo pacífico de controversias;

b) Promover campañas de toma de conciencia, educación y prácticas

propiciadoras relativas, en especial, a los derechos legales

respecto de la tenencia, la propiedad y la herencia de tierras por

las mujeres, con miras a superar las barreras existentes;

c) Revisar los marcos jurídicos y normativos, ajustándolos a los

principios y compromisos del Plan de Acción Mundial, y garantizando
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que la igualdad de derechos de hombres y mujeres esté claramente

especificada y se respete;

d) Elaborar programas de regularización y formular y aplicar esos

programas y proyectos en consulta con la población afectada y con

los grupos organizados, velando por la plena e igual participación

de las mujeres y tomando en consideración las distintas necesidades

según el sexo, la edad, las discapacidades y la vulnerabilidad;

e) Apoyar, entre otras cosas, programas, políticas y proyectos

comunitarios encaminados a eliminar todas las barreras que impiden

el acceso de las mujeres a viviendas asequibles, a la propiedad de

tierras y otros bienes, a los recursos económicos, los servicios

sociales y la infraestructura, y velar por la plena participación de

las mujeres en todos los procesos de adopción de decisiones, con

especial atención a las mujeres que viven en la pobreza,

especialmente las que son cabeza de familia y las que representan la

única fuente de ingresos de sus familias;

f) Emprender reformas legislativas y administrativas con miras a

conceder a las mujeres pleno e igual acceso a los recursos

económicos, incluso el derecho a la herencia y a la propiedad de la

tierra y de otros bienes, al crédito, los recursos naturales y la

tecnología apropiada;

g) Promover mecanismos de protección de las mujeres que corren el

riesgo de perder su hogar y sus bienes al enviudar.

59. A fin de facilitar el acceso a la tierra y la seguridad de la tenencia

para todos los grupos socioeconómicos, los gobiernos, a los niveles

apropiados, incluidas las autoridades locales, deberían:

a) Adoptar un marco jurídico y normativo propicio basado en un mejor

conocimiento, comprensión y aceptación de las prácticas y de los

sistemas existentes de suministro de tierras con miras a estimular

la creación de asociaciones con el sector comunitario y las empresas

privadas, especificando las modalidades de tenencia de tierras

reconocidas y prescribiendo procedimientos para la regularización de

la tenencia, cuando sea necesario;

b) Ofrecer apoyo institucional, mejorar el nivel de responsabilidad y

la transparencia de la ordenación territorial, y ofrecer información



A/CONF.165/L.6/Add.5
página 16

exacta sobre la propiedad y las transacciones de tierras y la

utilización actual y prevista del suelo;

c) Estudiar disposiciones innovadoras para fortalecer la seguridad de

la tenencia, aparte de la legalización total que, en ciertas

situaciones, puede ser excesivamente costosa y requerir demasiado

tiempo, inclusive el acceso al crédito, cuando proceda, aun cuando

se carezca del título usual de propiedad;

d) Promover medidas para velar por que las mujeres dispongan de igual

acceso al crédito para la compra, el arrendamiento o alquiler de

tierras, y de igual protección en cuanto a la seguridad jurídica de

la tenencia de esas tierras;

e) Capitalizar las contribuciones potenciales de las principales partes

interesadas del sector privado estructurado y no estructurado y

apoyar la participación de las organizaciones no gubernamentales,

las organizaciones comunitarias y el sector privado en iniciativas y

sistemas participativos y colectivos apropiados para la solución de

controversias;

f) Fomentar, en particular, la participación de las organizaciones

comunitarias y no gubernamentales de las formas siguientes:

i) revisando y ajustando los marcos jurídicos y normativos a fin

de reconocer y alentar distintas formas de organización de la

población que participa en la producción y la ordenación del

suelo, la vivienda y los servicios;

ii) estudiando la posibilidad de establecer sistemas financieros

que reconozcan la solvencia de las organizaciones, concedan

créditos a unidades colectivas respaldadas por garantías

colectivas e introduzcan procedimientos financieros que se

adapten a las necesidades de la producción de viviendas por los

propios interesados y a las modalidades que la población

utilice para generar ingresos y ahorros;

iii) elaborando y aplicando medidas complementarias tendentes a

aumentar su capacidad, que incluyan, según convenga, apoyo

fiscal, programas de enseñanza y capacitación, asistencia

técnica y fondos para impulsar la innovación tecnológica;
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iv) apoyando la creación de la capacidad y la acumulación de

experiencia por organizaciones no gubernamentales y

organizaciones comunitarias, a fin de que se conviertan en

asociados eficientes y competentes para la ejecución de los

planes de acción nacionales en materia de vivienda, y

v) alentando a las instituciones de crédito a que reconozcan la

posibilidad de que las organizaciones comunitarias actúen como

garantes de aquellas personas que, debido a la pobreza o la

discriminación, carecen de otras fuentes de capital,

concediendo especial atención a las necesidades de las mujeres

a título individual.

d) Movilizar fuentes de financiación

60. Los organismos de financiación de la vivienda sirven al mercado

convencional pero no siempre atienden de manera adecuada las distintas

necesidades de grandes sectores de la población, en particular los miembros

de grupos vulnerables y desfavorecidos, las personas que viven en la pobreza

y las que tienen bajos ingresos. Para lograr una mayor movilización de los

recursos nacionales e internacionales para la financiación de la vivienda y

para extender crédito a más hogares, es necesario integrar la financiación de

la vivienda en el sistema financiero general y emplear los instrumentos

existentes, o elaborar otros nuevos cuando sea necesario, para satisfacer las

necesidades financieras de las personas que tienen un acceso limitado al

crédito o que carecen por completo de él.

Medidas

61. Con objeto de aumentar la eficacia de los actuales sistemas de

financiación de la vivienda, los gobiernos a los niveles apropiados deberían:

a) Adoptar políticas que aumenten la movilización de recursos para la

financiación de la vivienda y permitan conceder más créditos a las

personas que viven en la pobreza, manteniendo al mismo tiempo la

solvencia de los sistemas de crédito;

b) Reforzar la eficiencia de los actuales sistemas de financiación de

la vivienda;
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c) Hacer que los sistemas de financiación de la vivienda sean más

accesibles y erradicar todas las formas de discriminación contra las

personas que solicitan créditos;

d) Promover la transparencia, la responsabilidad y el empleo de

prácticas éticas en las transacciones financieras apoyadas por

marcos jurídicos y normativos eficaces;

e) Establecer, cuando sea preciso, un conjunto amplio y detallado de

leyes sobre la propiedad y de derechos de propiedad y aplicar leyes

de ejecución de hipotecas para facilitar la participación del sector

privado;

f) Alentar al sector privado a que movilice recursos para hacer frente

a la demanda variable de vivienda, incluida la vivienda de alquiler,

la conservación y rehabilitación;

g) Apoyar la competitividad de los mercados hipotecarios y, según

proceda, facilitar el desarrollo de mercados secundarios y la

titularización;

h) Descentralizar, según proceda, las operaciones crediticias de los

mercados hipotecarios y alentar al sector privado a actuar de igual

modo, a fin de ofrecer mayor acceso físico al crédito, especialmente

en las zonas rurales;

i) Alentar a todas las instituciones crediticias a que mejoren la

gestión y eficiencia de sus operaciones;

j) Fomentar programas hipotecarios comunitarios asequibles a las

personas que viven en la pobreza, en especial a las mujeres, a fin

de aumentar su capacidad productiva brindándoles acceso al capital,

los recursos, el crédito, la tierra, la tecnología y la información

para que puedan incrementar sus ingresos y mejorar sus condiciones

de vida y su situación en la familia.

62. A fin de crear nuevos sistemas de financiación de la vivienda, según

proceda, los gobiernos a los niveles apropiados deberían:

a) Aprovechar las posibilidades que ofrecen los arreglos financieros no

tradicionales, alentando a las comunidades a formar cooperativas de

vivienda y de desarrollo comunitario de toda índole, especialmente

para el suministro de viviendas económicas;



A/CONF.165/L.6/Add.5
página 19

b) Revisar y fortalecer el marco jurídico y normativo y la base

institucional para movilizar a los prestamistas no tradicionales;

c) Fomentar, en particular eliminando obstáculos legales y

administrativos, el aumento de cooperativas de ahorro y crédito,

asociaciones de crédito, bancos de cooperación, cooperativas de

seguros y otras instituciones financieras no bancarias, y establecer

mecanismos de ahorro en el sector no estructurado, en particular

para la mujer;

d) Apoyar la formación de asociaciones entre dichas cooperativas e

instituciones de financiación, públicas o de otro tipo, como medio

eficaz para movilizar el capital local y ponerlo a disposición de

empresarios locales e iniciativas comunitarias para el desarrollo de

la vivienda y la infraestructura;

e) Facilitar la labor de sindicatos, organizaciones de agricultores, de

mujeres y de consumidores, organizaciones de personas con

discapacidades y otras asociaciones de grupos interesados, para que

establezcan sus propias instituciones y sistemas financieros, a

nivel local o en régimen de cooperativa;

f) Fomentar el intercambio de información sobre innovaciones en materia

de financiación de la vivienda;

g) Apoyar a las organizaciones no gubernamentales y su capacidad para

fomentar el desarrollo, según proceda, de pequeñas cooperativas de

ahorro.

63. A fin de facilitar el acceso a la vivienda a quienes no pueden recurrir a

los sistemas financieros existentes, los gobiernos deberían revisar y

racionalizar, cuando proceda, sistemas de subvenciones mediante políticas que

aseguren su viabilidad, equidad y transparencia, permitiendo así la entrada

en el mercado a muchas personas que no tienen acceso al crédito ni a la

vivienda.

e) Garantizar el acceso a infraestructura y servicios básicos

64. La infraestructura y los servicios básicos a nivel comunitario

comprenden, entre otros, abastecimiento de agua potable, saneamiento,

eliminación de desechos, asistencia social, servicios de transporte y

comunicaciones, energía, servicios de salud y de emergencia, escuelas,
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seguridad ciudadana y la ordenación de los espacios abiertos. La carencia de

servicios básicos adecuados, componente esencial de la vivienda, menoscaba

gravemente la salud humana, la productividad y la calidad de vida,

particularmente entre las personas que viven en condiciones de pobreza en la

ciudad y el campo. Las autoridades locales y de los estados o provincias,

según el caso, son las principales responsables de prestar o facilitar los

servicios, que deben estar reglamentados por una legislación y unas normas

apropiadas. Los gobiernos centrales deben apoyar la capacidad de las

autoridades locales para administrar, hacer funcionar y mantener la

infraestructura y los servicios básicos. No obstante, existen también muchos

otros agentes, incluidos el sector privado, y las organizaciones comunitarias

y no gubernamentales, que pueden participar en la prestación y la gestión de

servicios bajo la coordinación de los gobiernos a los niveles apropiados,

incluidas las autoridades locales.

Medidas

65. A fin de salvaguardar la salud, la seguridad y el bienestar de todas las

personas, mejorar sus condiciones de vida y ofrecer infraestructura y

servicios básicos adecuados y asequibles, los gobiernos a los niveles

apropiados, incluidas las autoridades locales, habrán de promover:

a) El abastecimiento de agua potable en cantidad suficiente y el acceso

a ese servicio;

b) Servicios de saneamiento y de control de desechos adecuados

[y técnicamente racionales] [y ecológicamente racionales];

c) Una adecuada movilidad mediante el acceso a transportes públicos

económicos y físicamente accesibles y a otros servicios de

comunicación;

c bis) Acceso a los mercados y al comercio minorista para la compra

y la venta de artículos de primera necesidad;

d) La prestación de servicios sociales, en especial para los grupos y

comunidades desfavorecidos;

e) El acceso a instalaciones comunitarias, incluidos los lugares

de culto;

f) El acceso a fuentes sostenibles de energía;
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g) Tecnologías ecológicamente racionales y la planificación, provisión

y conservación de infraestructura, incluidos caminos, calles,

parques y espacios abiertos;

h) Un elevado nivel de seguridad ciudadana;

i) El empleo de diversos mecanismos de planificación que permitan una

participación útil para reducir los efectos negativos para los

recursos biológicos, como los bosques y las tierras agrícolas de

buena calidad, que pudiesen resultar de las actividades en materia

de asentamientos humanos;

j) Los sistemas de planificación y ejecución que integren todos los

factores mencionados en el diseño y la ordenación de asentamientos

humanos sostenibles.

66. A fin de asegurar el suministro más equitativo de sistemas de

infraestructura y servicios básicos, los gobiernos a los niveles apropiados,

incluidas las autoridades locales, deberían:

a) Colaborar con todas las partes interesadas para ofrecer terreno

habilitado y asignar espacio suficiente para los servicios básicos y

para las zonas de esparcimiento y espacios abiertos cuando preparen

nuevos planes y mejoren los existentes;

b) Contar con las comunidades locales, particularmente las mujeres, los

niños y las personas con discapacidades, en el proceso de adopción

de decisiones y en el establecimiento de prioridades para la

prestación de servicios;

c) Hacer participar, alentar y prestar asistencia, cuando proceda, a

las comunidades locales, particularmente a las mujeres, los niños y

las personas con discapacidades, en el proceso de establecimiento de

normas para las instalaciones comunitarias y en la operación y la

conservación de esas instalaciones;

d) Apoyar la labor de grupos académicos y profesionales en la

evaluación de las necesidades de infraestructura y de servicios a

nivel comunitario;

e) Facilitar la movilización de fondos de todas las partes interesadas,

particularmente del sector privado, a fin de que se realicen mayores

inversiones;
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f) Establecer mecanismos de apoyo que permitan que las personas que

viven en la pobreza y los desfavorecidos puedan acceder a la

infraestructura y los servicios básicos;

f bis) Eliminar los obstáculos legales, comprendidos los relativos a la

tenencia y el crédito, que niegan a la mujer la igualdad de acceso a

los servicios básicos;

g) Fomentar el diálogo entre todas las partes interesadas para

contribuir a la prestación de servicios básicos y de

infraestructura.

67. A fin de asegurar la eficiencia de la infraestructura y la prestación de

servicios, así como su funcionamiento y conservación, los gobiernos a los

niveles apropiados, incluidas las autoridades locales, deberían:

a) Establecer mecanismos para fomentar la gestión autónoma,

transparente y responsable de los servicios a nivel local;

b) Establecer un entorno propicio para alentar al sector privado a

participar en la gestión eficiente y competitiva y la prestación de

servicios básicos;

c) Fomentar la aplicación de tecnologías adecuadas y ecológicamente

racionales para la infraestructura y la prestación de servicios de

manera económica;

d) Fomentar las asociaciones con el sector privado y con organizaciones

sin fines de lucro a los efectos de administrar y prestar servicios

y, cuando sea necesario, mejorar la capacidad normativa del sector

público y establecer políticas de precios que garanticen la

sostenibilidad económica y la utilización eficiente de los

servicios, así como el acceso de todos los grupos sociales a

esos servicios en condiciones de igualdad;

e) Cuando proceda y sea factible, establecer relaciones de asociación

con grupos comunitarios para la construcción, el funcionamiento y la

conservación de la infraestructura y los servicios.

f) Mejorar la planificación, el diseño, la construcción,
la conservación y la rehabilitación

68. A causa de la rápida urbanización, el crecimiento demográfico y la

industrialización, a menudo no existen o son de baja calidad los
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conocimientos técnicos, los materiales y la financiación que se necesitan

para planificar, proyectar, construir, conservar y rehabilitar viviendas,

infraestructuras y otros servicios. Las políticas del sector público y las

inversiones privadas deberían propiciar el adecuado suministro de materiales

de construcción, tecnología de construcción y financiación transitoria que

sean eficaces en relación con el costo a fin de evitar los estrangulamientos

y distorsiones que obstaculizan el desarrollo de las economías locales y

nacionales. Al mejorar la calidad y disminuir los costos de producción, las

viviendas y otras estructuras serán más duraderas, estarán mejor protegidas

contra los desastres, estarán al alcance de las personas de bajos ingresos y

serán accesibles para las personas con discapacidades, lo que permitirá

contar con un medio vital más adecuado. Deberían aprovecharse las

posibilidades de creación de empleo y otros efectos socioeconómicos positivos

de carácter externo del sector de la construcción; debería acomodarse su

actividad al medio ambiente y aprovecharse su aportación al crecimiento

económico global, todo lo cual redundaría en beneficio de la sociedad en

general. Debería, asimismo, ofrecerse apoyo institucional en forma de normas

industriales y controles de calidad, en los que debería hacerse especial

hincapié en el ahorro de energía, la salud, la facilidad de acceso y la

seguridad y protección de los consumidores.

68 bis. Para atender las necesidades reales de las personas, las familias y

sus comunidades no se puede considerar la vivienda de manera aislada. Para

mejorar las condiciones de vida, es esencial proporcionar servicios e

instalaciones sociales adecuados, mejorar y racionalizar la planificación

urbana y los proyectos de viviendas para que tengan debidamente en cuenta las

necesidades reales de las comunidades, y prestar la asistencia técnica y de

otra índole que proceda a los habitantes de asentamientos no planificados.

Medidas

69. Para atender debidamente la necesidad de que la planificación, el diseño,

la construcción, la conservación y la rehabilitación de las viviendas, la

infraestructura y otras instalaciones sean adecuadas, los gobiernos a los

niveles apropiados deberían:

a) Alentar y apoyar las investigaciones y los estudios encaminados a

fomentar y desarrollar las técnicas, normas y baremos autóctonos de
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planificación y diseño con el fin de adecuarlos a las necesidades

reales de las comunidades locales;

b) Alentar la participación pública en la evaluación de las necesidades

reales de los usuarios, particularmente las necesidades en función

del género, como medida integrada del proceso de planificación y

diseño;

c) Alentar el intercambio de experiencias a nivel regional e

internacional en relación con las mejores prácticas y facilitar la

transferencia de técnicas de planificación, diseño y construcción;

d) Reforzar la capacidad de las instituciones de capacitación y las

organizaciones no gubernamentales de aumentar y diversificar la

oferta de obreros de la construcción calificados y fomentar la

formación de aprendices, particularmente de mujeres;

e) Concertar contratos con organizaciones comunitarias y, cuando

proceda, con el sector no estructurado, con el fin de planificar,

diseñar, construir, conservar y rehabilitar viviendas y servicios

locales, particularmente en asentamientos de bajos ingresos,

haciendo hincapié en el aumento de la participación y, por ende, en

los beneficios a corto y a largo plazo para las comunidades locales;

f) Reforzar la capacidad de los sectores público y privado de

proporcionar infraestructuras, recurriendo, cuando proceda, a

métodos económicos que requieran gran densidad de mano de obra, lo

que tendrá importantes consecuencias para la creación de empleo;

g) Fomentar las investigaciones, el intercambio de información y la

creación de capacidad en materia de tecnologías de construcción,

conservación y rehabilitación que sean asequibles y técnica y

ecológicamente racionales;

h) Ofrecer incentivos a los ingenieros, arquitectos, urbanistas y

contratistas y a sus clientes para que proyecten y construyan

estructuras e instalaciones accesibles y de bajo consumo de energía

utilizando recursos locales y para que se reduzca el consumo de

energía en los edificios que ya están en uso;

i) Ofrecer capacitación a los profesionales y técnicos del sector de la

construcción y la urbanización para que actualicen sus conocimientos

teóricos y prácticos con el fin de fomentar la elaboración de
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programas de vivienda que atiendan los intereses y necesidades de la

mujer, las personas con discapacidades y los grupos desfavorecidos y

garanticen su participación en todas las fases del proceso de

construcción de viviendas;

j) Adoptar normas adecuadas de planificación, diseño, construcción,

conservación y rehabilitación y velar por su cumplimiento;

k) Apoyar las iniciativas del sector privado de ofrecer préstamos

transitorios a los constructores a tipos de interés razonables;

l) Apoyar a los grupos profesionales ofreciendo asistencia técnica en

materia de planificación, diseño, construcción, conservación,

rehabilitación y gestión a organizaciones comunitarias,

organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones que

realicen actividades de autoayuda y de desarrollo comunitario;

m) Reforzar y hacer más transparentes los sistemas gubernamentales de

regulación e inspección;

n) Colaborar con asociaciones profesionales para examinar y revisar

las normas y reglamentos de construcción, teniendo en cuenta las

normas técnicas vigentes, las prácticas de construcción y de

planificación, las condiciones locales y la agilidad de los trámites

administrativos, así como adoptar normas de evaluación cuando

proceda; 

o) Ayudar a las organizaciones no gubernamentales y otros grupos a

lograr la participación plena y en condiciones de igualdad de las

mujeres y las personas con discapacidades en la planificación, el

diseño y la construcción de viviendas adecuadas a sus necesidades

concretas de índole personal y familiar.

70. A fin de fomentar y apoyar un suministro suficiente de materiales básicos

de construcción de producción local, ecológicamente racionales, asequibles y

duraderos, los gobiernos, a los niveles apropiados y en colaboración con

todas las demás partes interesadas, deberían: 

a) Alentar y apoyar, cuando proceda, el establecimiento y la expansión

de pequeñas industrias locales y ecológicamente racionales dedicadas

a la fabricación de materiales de construcción, así como la

expansión de su producción y de la comercialización, recurriendo,

entre otras cosas, a incentivos legales y fiscales, a la concesión
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de créditos, a la labor de investigación y desarrollo y a la

información;

b) Cuando proceda, adoptar políticas y directrices para favorecer la

competencia leal en el mercado de los materiales de construcción,

con una mayor participación de todas las partes locales interesadas,

y establecer mecanismos públicos para aplicar esas políticas y

directrices;

c) Fomentar el intercambio de información y de tecnologías adecuadas de

construcción ecológicamente racionales, asequibles y accesibles y

facilitar la transferencia de tecnología;

d) Prestando la debida atención a las necesidades en materia de

seguridad, formular de nuevo y adoptar, cuando proceda, normas y

reglamentos de construcción a los efectos de fomentar y permitir la

utilización de materiales de construcción de bajo costo en proyectos

de viviendas y utilizar esos materiales en obras públicas;

e) Cuando proceda, fomentar relaciones de asociación con el sector

privado y las organizaciones no gubernamentales a fin de crear

mecanismos para la producción y distribución comerciales de

materiales de construcción básicos destinados a programas de

construcción basados en la autoayuda;

f) Evaluar periódicamente los progresos realizados para conseguir los

objetivos mencionados.

71. A fin de reforzar la capacidad local de producción de materiales y de

técnicas de construcción ecológicamente racionales, los gobiernos a los

niveles apropiados, incluidas las autoridades locales, y en cooperación con

todas las partes interesadas, deberían: 

a) Intensificar y apoyar las investigaciones encaminadas a descubrir

productos sustitutivos de los recursos no renovables o utilizar esos

recursos de la manera más provechosa posible, y reducir sus efectos

contaminantes, prestando especial atención al reciclado, a la

reutilización de los materiales de desecho y al aumento de la

reforestación;

b) Alentar y fomentar la aplicación de tecnologías de fabricación de

bajo consumo de energía, ecológicamente racionales y seguras,

respaldadas por normas adecuadas y medidas de regulación eficaces;
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c) Adoptar políticas y prácticas de explotación de minas y canteras que

entrañen perjuicios mínimos para el medio ambiente.

4. Grupos vulnerables y personas con necesidades especiales

72. La vulnerabilidad y las desventajas suelen deberse a la marginalización

y la exclusión de las tendencias socioeconómicas predominantes y de los

procesos de adopción de decisiones, así como a la falta de acceso en

condiciones de igualdad a los recursos y las oportunidades. Si se aspira

a reducir la vulnerabilidad y las desventajas, es necesario mejorar y

garantizar el acceso de los pertenecientes a los grupos vulnerables y

desfavorecidos a la vivienda, la financiación, la estructura, los servicios

sociales básicos, los mecanismos de protección social y los procesos de

adopción de decisiones. Se entiende que no todos los pertenecientes a los

grupos vulnerables y desfavorecidos son vulnerables y desfavorecidos en todo

momento. La vulnerabilidad y las desventajas se deben sobre todo a las

circunstancias, más bien que a características inherentes. A partir del

reconocimiento de que la vulnerabilidad y las desventajas se ven afectadas,

entre otras cosas, por las condiciones imperantes en el sector de la vivienda

y por la disponibilidad, la imposición y la eficacia de la protección legal

que garantiza la igualdad de acceso a los recursos y las oportunidades,

algunos miembros de determinados grupos tienen más probabilidades de ser

vulnerables y de sufrir desventajas en lo que respecta a la vivienda y a las

condiciones de los asentamientos humanos. Los pertenecientes a grupos

vulnerables y desfavorecidos están en situación de especial riesgo cuando no

gozan de seguridad en la tenencia o cuando carecen de servicios básicos o se

enfrentan con efectos ecológicos o de salud desproporcionadamente negativos o

pueden verse excluidos, inadvertida o deliberadamente, del mercado o de los

servicios de vivienda.

72 bis. Se debe reconocer que la vivienda adecuada es un elemento importante

del cuidado y la asistencia especiales a que tienen derecho los niños y sus

familias, así como los niños que viven fuera de la familia o carecen de ella. 

Debe prestarse especial atención a las necesidades de los niños que viven en

circunstancias difíciles.
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72 ter. Una vivienda inadecuada o la falta de vivienda contribuyen a

menoscabar la dignidad y la salud de los refugiados, otras personas

desplazadas que necesitan protección internacional y los desplazados

internos. Es necesario reforzar el apoyo a la protección y la asistencia

internacionales que se prestan a los refugiados, en especial a las mujeres y

los niños refugiados, que son particularmente vulnerables.

Medidas

73. A fin de eliminar los obstáculos y erradicar la discriminación en el

suministro de viviendas, los gobiernos a los niveles apropiados, incluidas

las autoridades locales, deberían: 

a) Examinar y revisar las estructuras jurídicas, fiscales y normativas

que constituyen obstáculos en el sector de la vivienda;

a bis) Recurrir, cuando proceda, a la legislación, los incentivos y

otros medios para respaldar a las organizaciones de grupos

vulnerables y desfavorecidos con objeto de que puedan así defender

sus intereses y participar más activamente en el proceso de adopción

de decisiones económicas, sociales y políticas a nivel local y

nacional;

b) Promulgar normas y reglamentos encaminados a impedir la

discriminación y las barreras y, en caso de que existan esas leyes y

reglamentos, velar por su cumplimiento;

c) Colaborar con las cooperativas del sector privado y las comunidades

locales y otras partes interesadas para hacer que se cobre más

conciencia de la necesidad de eliminar los prejuicios y la

discriminación en las transacciones y los servicios relacionados con

la vivienda;

d) Estudiar la posibilidad de pasar a ser partes en los instrumentos

pertinentes del sistema de las Naciones Unidas que se ocupan, entre

otras cosas, de necesidades concretas y especiales de los grupos

vulnerables, como la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los

Refugiados, la Convención Internacional sobre la eliminación de

todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención

Internacional sobre los Derechos del Niño y la Convención

Internacional sobre la protección de los derechos de todos los
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trabajadores migratorios y de sus familiares, así como las Normas

Uniformes de las Naciones Unidas sobre la Equiparación de

Oportunidades para las Personas con Discapacidad;

e) Fomentar sistemas de transporte público que sean asequibles y

accesibles, con objeto de que haya una gama más amplia de viviendas

y trabajos a disposición de los grupos vulnerables;

f) Permitir que los grupos vulnerables y desfavorecidos tengan acceso a

la información y oportunidades de participar en el proceso local de

adopción de decisiones sobre las cuestiones comunitarias y de

vivienda que les afecten;

g) Ampliar el alcance de los servicios de abastecimiento de agua y

saneamiento para que los grupos vulnerables y desfavorecidos tengan

acceso a cantidades suficientes de agua potable y a un saneamiento

higiénico.

74. A fin de atender las necesidades de vivienda de los grupos vulnerables,

los gobiernos a los niveles apropiados, incluidas las autoridades locales, y

en colaboración con todas las partes interesadas, deberían:

a) Facilitar a los grupos más vulnerables, cuando proceda,

subvenciones, servicios sociales y mecanismos de protección social

de diversa índole que sean transparentes y estén orientados a fines

concretos;

b) Colaborar con el sector privado, las entidades sin fines de lucro,

las organizaciones comunitarias y otros agentes para facilitar

vivienda adecuada a los miembros de los grupos vulnerables,

esforzándose especialmente en eliminar todos los obstáculos físicos

que impidan a las personas con discapacidades y las personas de edad

llevar una vida independiente;

c) Esforzarse por ofrecer, cuando proceda, instalaciones especiales y

diversas soluciones para el alojamiento de miembros de grupos

vulnerables, como albergues para las mujeres que son objeto de malos

tratos o alojamientos comunes para personas con discapacidades

mentales o físicas;

d) Ofrecer un entorno que permita a los grupos vulnerables participar

en la vida social, económica y política de su comunidad y su país.
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75. A fin de reducir la vulnerabilidad, los gobiernos a los niveles

apropiados, incluidas las autoridades locales, deberían:

a) Colaborar con las organizaciones no gubernamentales y las

organizaciones comunitarias para ayudar a los miembros de los grupos

vulnerables a conseguir seguridad en la tenencia;

b) Proteger a todas las personas contra los desalojos forzosos que

infringen la ley y facilitar protección legal y formas de ponerles

remedio, teniendo en cuenta las consideraciones de derechos humanos,

cuando los desalojos sean inevitables, asegurarse de que se llevan

a cabo ateniéndose estrictamente a la ley;

c) Fomentar y apoyar programas e iniciativas de autoayuda en materia de

vivienda;

d) Fomentar, cuando proceda, el cumplimiento y la aplicación de todas

las leyes en materia de salud y medio ambiente, particularmente en

las zonas de bajos ingresos en las que viven grupos vulnerables;

d bis) Facilitar la adopción de medidas encaminadas, entre otras cosas,

a garantizar la seguridad jurídica de la tenencia, el fomento de la

capacidad y el mejoramiento del acceso al crédito, lo cual, junto a

las subvenciones y otros instrumentos financieros, puede constituir

una estructura de protección que reduzca la vulnerabilidad;

e) Aplicar políticas que faciliten el acceso de los grupos vulnerables

a la información y las consultas con ellos;

f) Facilitar el acceso de los grupos vulnerables a la información

jurídica y a la asistencia letrada;

g) Fomentar la utilización de mecanismos de prevención y mitigación de

desastres, así como la preparación para casos de desastre, con

objeto de reducir la vulnerabilidad de las poblaciones frente a los

desastres naturales, tecnológicos y causados por el hombre.

-----


